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MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
 3526 REAL DECRETO 229/2008, de 15 de febrero, 

por el que se regulan los Centros de Referencia 
Nacional en el ámbito de la formación profe-
sional.

El Consejo Europeo de Lisboa de 2000, destacó el 
conocimiento y la innovación como los motores del pro-
greso económico, incluyendo el crecimiento del empleo. 
En esta línea, se ha defendido la educación y el capital 
humano como factores básicos para el crecimiento eco-
nómico y se establece como objetivo primordial de los 
países de la Unión Europea la necesidad de mejorar la 
calidad, la equidad y la eficacia de los sistemas de educa-
ción y formación.

La Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualifi-
caciones y de la Formación Profesional, tiene por objeto 
«la ordenación de un sistema integral de formación profe-
sional, cualificaciones y acreditación, que responda con 
eficacia y transparencia a las demandas sociales y eco-
nómicas a través de las diversas modalidades formativas».

El artículo 11 de la Ley Orgánica 5/2002 regula los cen-
tros de formación profesional y en su apartado 1 habilita 
al Gobierno para establecer los requisitos básicos que 
deben reunir los centros que impartirán ofertas de forma-
ción profesional conducentes a la obtención de títulos de 
formación profesional y certificados de profesionalidad. 
Asimismo, el mismo artículo 11, en su apartado 7, esta-
blece que «la innovación y experimentación en materia 
de formación profesional se desarrollará a través de una 
Red de Centros de Referencia Nacional, con implantación 
en todas las comunidades autónomas, especializados en 
los distintos sectores productivos. A tales efectos, dichos 
centros podrán incluir acciones formativas dirigidas a 
estudiantes, trabajadores ocupados y desempleados, así 
como a empresarios y formadores».

El Centro de Referencia Nacional, que se concibe 
como una institución al servicio de los sistemas de forma-
ción profesional, debe facilitar una formación profesional 
más competitiva y responder a los cambios en la demanda 
de cualificación de los sectores productivos. Su trabajo 
debe ser, por lo tanto, un referente orientador para el sec-
tor productivo y formativo.

Así, los Centros de Referencia Nacional se distinguen 
por programar y ejecutar actuaciones de carácter innova-
dor, experimental y formativo en materia de formación 
profesional, de modo que sirvan de referente al conjunto 
del Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Pro-
fesional para el desarrollo de la formación profesional. 
Estarán organizados en una Red de Centros de Referencia 
Nacional de formación profesional.

La Red de Centros de Referencia Nacional en el ámbito 
de la formación profesional asegurará la participación de 
todas las comunidades autónomas y estará organizada 
por las familias profesionales establecidas en el Real 
Decreto 1128/2003, de 5 de septiembre, por el que se 
regula el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesio-
nales, modificado por el Real Decreto 1416/2005, de 25 de 
noviembre.

Las actuaciones de estos centros se llevarán a cabo, 
en el marco legislativo del Sistema Nacional de Cualifica-
ciones y Formación Profesional, mediante convenios de 
colaboración entre la Administración General del Estado 
y las comunidades autónomas, y se atendrán, en todo 
caso, al ámbito de sus respectivas competencias. Las 
competencias de ejecución en esta materia corresponden 
a las comunidades autónomas. La Administración Gene-
ral del Estado ejercerá las funciones ejecutivas en el 
ámbito de la innovación y experimentación en materia de 

formación profesional en aquellos supuestos en los que 
la legislación vigente se las haya reservado o en relación 
con los Centros de Referencia Nacional de titularidad 
estatal.

Los fines y funciones de los Centros de Referencia 
Nacional en el ámbito de la formación profesional, las 
características de su funcionamiento, las condiciones de 
su creación y autorización, la definición de sus órganos de 
gobierno y participación, así como las condiciones de su 
gestión y financiación, son aspectos cuya regulación 
básica aborda la presente norma.

En el proceso de elaboración de este real decreto han 
sido consultadas las comunidades autónomas y las orga-
nizaciones empresariales y sindicales y ha emitido 
informe el Consejo General de la Formación Profesional y 
el Consejo Escolar del Estado.

En su virtud, a propuesta conjunta del Ministro de 
Trabajo y Asuntos Sociales y de la Ministra de Educación 
y Ciencia, previa aprobación de la Ministra de Administra-
ciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y 
previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 15 de febrero de 2008,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.

1. El presente real decreto tiene por objeto desarro-
llar, de conformidad con lo previsto en la Ley Orgáni-
ca 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la 
Formación Profesional, la regulación de los Centros de 
Referencia Nacional en el ámbito de la formación profe-
sional y de la Red de Centros de Referencia Nacional.

2. La colaboración entre la Administración General 
del Estado y la Administración autonómica, para todo lo 
previsto en este real decreto, se articulará a través de con-
venios de colaboración.

Artículo 2. Definición.

1. Serán considerados Centros de Referencia Nacio-
nal aquellos centros públicos que, reuniendo las condicio-
nes establecidas en el presente real decreto, realicen 
acciones de innovación y experimentación en materia de 
formación profesional, especializados en los diferentes 
sectores productivos, a través de las familias profesio-
nales reguladas en el Real Decreto 1128/2003, de 5 de 
septiembre, por el que se regula el Catálogo Nacional
de Cualificaciones Profesionales, modificado por Real 
Decreto 1416/2005, de 25 de noviembre, sin perjuicio de 
las competencias en materia de innovación y experimen-
tación que tengan otras Administraciones públicas.

2. Estos Centros servirán de referencia, a nivel estatal, 
en el ámbito de la familia profesional asignada y a través del 
ejercicio de las funciones previstas en el artículo 4, al con-
junto del Sistema de Cualificaciones y Formación Profesio-
nal y a los distintos sectores productivos.

3. Los Centros de Referencia Nacional podrán incluir 
acciones formativas dirigidas a estudiantes, trabajadores 
ocupados y desempleados, así como a empresarios, for-
madores y profesores, relacionadas con la innovación y la 
experimentación en formación profesional, vinculadas al 
Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales.

Artículo 3. Fines.

Los fines de los Centros de Referencia Nacional, en el 
ámbito de la familia profesional en el que desarrollen su 
actividad, son:

a) Observar la evolución y las necesidades de cualifi-
cación del sistema productivo, y contribuir a la actualiza-
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ción y desarrollo de la formación profesional para adap-
tarla a dichas necesidades.

b) Aplicar y experimentar proyectos de innovación 
en materia de formación profesional en lo referido a la 
impartición de acciones formativas, información y orien-
tación profesional, evaluación y acreditación de compe-
tencias profesionales y otras con valor para el Sistema 
Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional.

c) Servir de enlace entre las instituciones de forma-
ción e innovación y los sectores productivos, promo-
viendo la comunicación y difusión del conocimiento en el 
ámbito de la formación profesional.

d) Proporcionar al Sistema Nacional de Cualificacio-
nes y Formación Profesional la información que requiera 
para su funcionamiento y mejora.

Artículo 4. Funciones.

Las funciones de los Centros de Referencia Nacional, 
en el ámbito de la familia profesional asignada, son:

1. Observar y analizar, a nivel estatal, la evolución de 
los sectores productivos, para adecuar la oferta de forma-
ción a las necesidades del mercado de trabajo.

2. Colaborar con el Instituto Nacional de las Cualifi-
caciones en la actualización del Catálogo Nacional de las 
Cualificaciones Profesionales.

3. Experimentar acciones de innovación formativa 
vinculadas al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profe-
sionales para validar su adecuación y, en su caso, elabo-
rar contenidos, metodologías y materiales didácticos para 
proponer su actualización.

4. Colaborar y, en su caso, realizar estudios necesa-
rios para elaborar certificados de profesionalidad, así 
como participar en la realización, custodia, manteni-
miento y actualización de sus pruebas de evaluación.

5. Estudiar la idoneidad de instalaciones, equipa-
mientos y medios didácticos, desarrollar técnicas de orga-
nización y gestión de la formación y proponer la aplica-
ción de criterios, indicadores y dispositivos de calidad 
para centros y entidades de formación.

6. Colaborar con las organizaciones empresariales y 
sindicales más representativas, así como con las Comi-
siones Paritarias constituidas al amparo de la negociación 
colectiva sectorial de ámbito estatal.

7. Establecer vínculos de colaboración, incluyendo la 
gestión de redes virtuales, con institutos y agencias de 
cualificaciones autonómicos, universidades, centros tec-
nológicos y de investigación, Centros Integrados de For-
mación Profesional, empresas, y otras entidades, para 
fomentar la investigación, innovación y desarrollo de la 
formación profesional, así como para observar y analizar 
la evolución de las bases científicas y tecnológicas rela-
cionadas con los procesos de formación o con el sector de 
referencia.

8. Participar en programas e iniciativas internaciona-
les en su ámbito de actuación.

9. Contribuir al diseño y desarrollo de planes de per-
feccionamiento técnico y metodológico dirigidos al per-
sonal docente o formador, expertos y orientadores profe-
sionales, así como a evaluadores que intervengan en 
procesos de reconocimiento de competencias profesio-
nales.

10. Colaborar en el procedimiento de evaluación y 
acreditación de las competencias profesionales, de 
acuerdo con el desarrollo del artículo 8 de la Ley Orgáni-
ca 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la 
Formación Profesional.

11. Realizar cuantas otras funciones análogas les 
sean asignadas relacionadas con los fines descritos.

Artículo 5. Creación, calificación y titularidad.

1. La Red de Centros de Referencia Nacional será 
única y coordinada por la Administración General del 
Estado, con la colaboración de las comunidades autóno-
mas y las organizaciones empresariales y sindicales más 
representativas que se articulará a través del Consejo 
General de la Formación Profesional.

2. La Red de Centros de Referencia Nacional dará 
cobertura a todas las familias profesionales en las que se 
estructura el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profe-
sionales, abarcando a todos los sectores productivos.

3. Existirá, al menos, un Centro de Referencia Nacio-
nal en cada comunidad autónoma. También, en su caso, 
podrán existir Centros de Referencia Nacional en la Ciu-
dad de Ceuta y en la Ciudad de Melilla.

4. La creación de los Centros de Referencia Nacio-
nal o la calificación de los ya existentes, en el ámbito 
del Sistema Nacional de las Cualificaciones y la Forma-
ción Profesional, se realizará por convenio de colabora-
ción con la comunidad autónoma en la que vayan a 
estar o estén ubicados, previo informe del Consejo 
General de la Formación Profesional, y revestirá la 
forma de real decreto a propuesta de los Ministros de 
Trabajo y Asuntos Sociales y Educación y Ciencia. 
Excepcionalmente y siempre que la falta de convenio 
supusiese que una de las familias profesionales en las 
que se estructura el Catálogo Nacional de las Cualifica-
ciones Profesionales, o subsector productivo o área 
profesional de la misma, careciese de Centros de Refe-
rencia Nacional, la Administración General del Estado, 
previo informe del Consejo General de la Formación 
Profesional, podrá proceder a su creación mediante 
real decreto.

En el supuesto de que se califique más de un Centro 
de Referencia Nacional para una misma familia profe-
sional, cada uno estará especializado en un subsector 
productivo o área profesional de la correspondiente 
familia profesional, y sus actuaciones serán coordina-
das por la Administración General del Estado, a través 
de las Comisiones de Coordinación que a estos efectos 
se designen en el Plan de Actuación de la Red de Cen-
tros de Referencia Nacional y en los planes de trabajo 
de cada Centro. En todo caso, dichas Comisiones, que 
estarán presididas por la Administración General del 
Estado, contarán con representantes de las comunida-
des autónomas en las que estén ubicados los Centros y 
de las organizaciones empresariales y sindicales más 
representativas.

5. La titularidad de estos Centros será de la Adminis-
tración autonómica o, en su caso, de la Administración 
General del Estado.

6. En la consecución de los objetivos de cada Centro 
de Referencia Nacional podrán colaborar, como entidades 
asociadas al mismo, centros integrados, institutos o enti-
dades de innovación educativa y entidades relacionadas 
con la innovación tecnológica del sector.

7. Con una periodicidad de cuatro años, y teniendo 
en cuenta las evaluaciones anuales de las actuaciones de 
estos centros podrá revocarse, previo informe favorable 
del Consejo General de la Formación Profesional, la con-
dición de los Centros de Referencia Nacional.

Artículo 6. Condiciones.

1. Los Centros de Referencia Nacional deberán reunir 
las condiciones que se determinan en esta norma, así 
como las establecidas en la normativa de carácter general 
que les afecte.

2. Los Centros de Referencia Nacional deberán dis-
poner de instalaciones adecuadas que reúnan las condi-



BOE núm. 48 Lunes 25 febrero 2008 11071

ciones exigidas por la legislación vigente, de equipamien-
tos y de espacios, vinculados con la familia profesional o 
área profesional que tengan asignada, a efectos de que 
puedan realizar las funciones descritas en el artículo 4 de 
la presente norma.

Los convenios de colaboración, correspondientes a la 
creación o calificación de los Centros de Referencia 
Nacional, establecerán los requisitos básicos que deben 
reunir para el cumplimiento de sus funciones y finalida-
des.

3. Para llevar a cabo las diferentes actuaciones que 
se encomienden a los Centros de Referencia Nacional, la 
Administración pública titular del Centro podrá autorizar 
el uso de ciertos espacios e instalaciones singulares, así 
como, en su caso, aquellas instalaciones y equipamientos 
propios de entornos profesionales que, siendo necesarios 
para llevar a cabo las acciones de innovación y experi-
mentación, se encuentren ubicados en un recinto distinto 
de las instalaciones del centro, siempre que sean adecua-
dos y se acredite documentalmente que se tiene conce-
dida la autorización para su uso preferente durante el 
tiempo en que tengan lugar las actividades correspon-
dientes.

4. De igual forma y siguiendo los procedimientos 
correspondientes de acuerdo a la normativa de la Admi-
nistración pública titular del Centro, en su caso, los Cen-
tros de Referencia Nacional podrán establecer acuerdos 
de colaboración con entidades, organismos o empresas 
del sector productivo de referencia, para que las instala-
ciones, aulas y equipamientos de los mismos puedan ser 
utilizados por los trabajadores en la realización de accio-
nes formativas.

5. Los Centros de Referencia Nacional deberán 
incorporar procedimientos e indicadores de calidad, de 
acuerdo con los establecidos en el Plan de Actuación plu-
rianual.

Artículo 7. Funcionamiento.

1. Los Ministerios de Trabajo y Asuntos Sociales y de 
Educación y Ciencia elaborarán un Plan de Actuación plu-
rianual, de carácter estatal, para el desarrollo de las fun-
ciones de los Centros de Referencia Nacional en colabora-
ción con las comunidades autónomas y las organizaciones 
empresariales y sindicales más representativas. Dicha 
colaboración se articulará a través del Consejo General de 
la Formación Profesional.

2. El Plan de Actuación establecerá los objetivos 
prioritarios, los procedimientos y mecanismos de coordi-
nación, seguimiento y evaluación de la Red, así como las 
Comisiones de Coordinación correspondientes.

En función del Plan de Actuación, la Administración 
General del Estado, en colaboración con las comunidades 
autónomas, establecerá los criterios de distribución pre-
supuestaria para la ejecución del mismo.

Asimismo, incluirá los procedimientos e indicadores 
de calidad que permitan evaluar el cumplimiento de los 
fines y objetivos de los Centros.

3. Cada uno de los Centros de Referencia Nacio-
nal elaborará un Plan de Trabajo anual, a partir de la 
propuesta del Consejo Social del Centro, que será 
reflejado en un convenio de colaboración entre la 
Administración General del Estado y la Administración 
autonómica.

4. El Plan de Trabajo incorporará las acciones a reali-
zar en función del Plan de Actuación y su aplicación con-
creta al sector productivo correspondiente y a las funcio-
nes establecidas en este real decreto. Asimismo, en el 
Plan de Trabajo se establecerán las acciones a ejecutar por 
las entidades asociadas a las que se hace mención en el 
artículo 5.6 de la presente norma.

El Plan de Trabajo deberá contener los mecanismos e 
indicadores necesarios que permitan realizar el segui-
miento del mismo, así como evaluar su cumplimiento y 
ejecución.

5. En el desarrollo y ejecución del Plan de Trabajo, 
los Centros dispondrán de autonomía organizativa, peda-
gógica y de gestión económica, de acuerdo con lo esta-
blecido en la normativa propia de cada Administración 
competente.

6. Las comunidades autónomas podrán desarrollar, 
en los Centros de Referencia Nacional de los que sean 
titulares, cuantas otras actividades consideren adecua-
das, siempre que sean compatibles con el desarrollo de 
los fines y las funciones que tienen asignados. Estas acti-
vidades serán financiadas con cargo a sus propios pre-
supuestos de gasto y no estarán incluidas en el Plan de 
Trabajo.

7. Sin perjuicio del ejercicio de la función inspectora 
de los centros que corresponde a las Administraciones 
públicas competentes, la Administración General del 
Estado y la comunidad autónoma correspondiente eva-
luarán y revisarán anualmente el cumplimiento del Plan 
de Trabajo de cada Centro, así como los requisitos y fun-
ciones para mantener la calificación como Centro de Refe-
rencia Nacional.

Artículo 8. Financiación.

1. La Administración General del Estado garantizará 
los recursos económicos suficientes para el desempeño 
de las funciones asignadas a los Centros de Referencia 
Nacional y de las actividades establecidas en el Plan de 
Actuación plurianual. Asimismo, facilitará, en su caso, las 
inversiones requeridas para la actualización de los equi-
pamientos que se consideren necesarios para su ade-
cuado funcionamiento.

No obstante, los convenios de colaboración entre la 
Administración General del Estado y las comunidades 
autónomas respectivas podrán contener compromisos de 
estas últimas para la financiación de los Centros de los 
que sean titulares.

2. Las Administraciones competentes podrán regular 
el procedimiento que permita a los Centros de Referencia 
Nacional obtener recursos complementarios mediante la 
oferta de servicios, de acuerdo con su normativa presu-
puestaria.

Artículo 9. Organización.

1. Los Centros de Referencia Nacional, en el ámbito 
de la familia profesional asignada, contarán con el per-
sonal necesario para realizar las acciones de innova-
ción, experimentación y formación. Además de la 
Dirección y de la Secretaría del Centro, contarán con 
Departamentos o Unidades con contenido propio, rela-
tivas a la observación e investigación, al desarrollo, 
innovación, experimentación y formación y, finalmente, 
a la acreditación y el reconocimiento de cualificaciones 
profesionales. Todo ello en los términos y con los con-
tenidos que se determinen en el correspondiente con-
venio de colaboración.

2. El nombramiento de la Dirección del Centro 
corresponderá a la Administración pública titular del 
mismo, de acuerdo con lo que establezcan sus normas de 
organización, una vez oído su Consejo Social.

3. Los Centros de Referencia Nacional contarán con 
un Consejo Social u órgano de participación social. El 
Consejo Social es el órgano de planificación y participa-
ción del sector productivo en dichos Centros y será presi-
dido por la Administración titular de los mismos.

El Consejo Social estará compuesto por representan-
tes de la Administración General del Estado, de las Admi-
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nistraciones autonómicas y de las organizaciones empre-
sariales y sindicales más representativas. La mitad de los 
mismos se designarán paritariamente por las organiza-
ciones empresariales y sindicales más representativas. 
De la otra mitad, existirá una representación paritaria de 
la Administración del Estado y de la Administración auto-
nómica.

En todo caso será miembro del Consejo Social el 
Director del Centro, y el Secretario del Centro asistirá a las 
reuniones del mismo, con voz pero sin voto.

El Consejo Social tendrá, al menos, las funciones de 
proponer las directrices plurianuales y el Plan de Trabajo 
del Centro; informar la propuesta de presupuesto y el 
balance anual y la de nombramiento del Director del Cen-
tro; aprobar la memoria anual de actividades y su propio 
reglamento de funcionamiento, así como conocer el 
informe anual de evaluación del Centro, supervisar la efi-
cacia de sus servicios y colaborar en la búsqueda de 
financiación complementaria o de equipamiento del Cen-
tro.

Disposición adicional única. Centros Integrados de For-
mación Profesional.

Los Centros Integrados de Formación Profesional que 
pudieran ser calificados como Centros de Referencia 
Nacional, en virtud de lo dispuesto en este real decreto, 
podrán mantener todas o algunas de las funciones que 
vinieran desempeñando y adaptarán su estructura a las 
exigencias de su nueva condición, en los términos y pla-
zos que se especifiquen en las respectivas normas de 
calificación.

Disposición transitoria única. Centros Nacionales de 
Formación Profesional Ocupacional.

Los Centros Nacionales de Formación Profesional 
Ocupacional, regulados en el artículo 17 del Real Decre-
to 631/1993, de 3 de mayo, por el que se regula el Plan 
Nacional de Formación e Inserción Profesional, podrán 
ser calificados como Centros de Referencia Nacional, a 
efectos de lo dispuesto en el artículo 5.4 del presente real 
decreto, siempre que, en el plazo de doce meses, a partir 
de la entrada en vigor del mismo, se adapten a las condi-
ciones y requisitos establecidos en la presente norma. La 
solicitud para la calificación de un Centro Nacional como 
Centro de Referencia Nacional corresponderá a la Admi-
nistración titular del mismo.

Disposición final primera. Título competencial.

Este real decreto se dicta en virtud de las competen-
cias que atribuye al Estado el artículo 149.1, 7.ª y 30.ª de la 
Constitución y al amparo de las disposiciones finales pri-
mera y tercera de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, 
de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente 
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 15 de febrero de 2008.

JUAN CARLOS R.

La Vicepresidenta Primera del Gobierno
y Ministra de la Presidencia,

MARÍA TERESA FERNÁNDEZ DE LA VEGA SANZ 

 3527 REAL DECRETO 231/2008, de 15 de febrero, 
por el que se regula el Sistema Arbitral de Con-
sumo.

El artículo 51 de la Constitución insta a los poderes 
públicos a garantizar la defensa de los consumidores y 
usuarios, protegiendo, mediante procedimientos efica-
ces, su seguridad, salud y sus legítimos intereses econó-
micos.

La Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa 
de los Consumidores y Usuarios, en el artículo 31 preveía 
que el Gobierno debía establecer, previa audiencia de los 
sectores interesados y de las asociaciones de consumido-
res y usuarios, un sistema arbitral que, sin formalidades 
especiales, atienda y resuelva con carácter vinculante y 
ejecutivo para ambas partes, las quejas o reclamaciones 
de los consumidores o usuarios.

Por Real Decreto 636/1993, de 3 mayo, se procedió a la 
regulación del Sistema Arbitral de Consumo.

La Ley 44/2006, de 29 de diciembre, de mejora de la 
protección de los consumidores y usuarios, prevé en su 
disposición final sexta que en el plazo de un año desde su 
entrada en vigor, el Gobierno, contando con el parecer de 
las comunidades autónomas a través de la Conferencia 
Sectorial de Consumo y con audiencia del Consejo de 
Consumidores y Usuarios, dictará una nueva regulación 
del Sistema Arbitral de Consumo, regulando también el 
arbitraje virtual.

Asimismo, la disposición final sexta establece que 
reglamentariamente se determinarán los supuestos en 
que podrá interponerse reclamación ante la Junta Arbitral 
Nacional frente a las resoluciones de las Juntas Arbitrales 
territoriales sobre la admisión o inadmisión de las solici-
tudes de arbitraje, y los supuestos en los que actuará un 
árbitro único en la administración del arbitraje de con-
sumo.

Tras la aprobación del Real Decreto Legislativo 1/2007, 
de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refun-
dido de la Ley General para la Defensa de los Consumido-
res y Usuarios y otras leyes complementarias, estas pre-
visiones y el régimen legal general del arbitraje de 
consumo se recogen en sus artículos 57 y 58.

Igualmente, es necesario adecuar la regulación del 
Sistema Arbitral de Consumo a la Ley 60/2003, de 23 de 
diciembre, de Arbitraje.

En este marco jurídico, este reglamento mantiene las 
características esenciales del arbitraje de consumo, intro-
duciendo las modificaciones necesarias para incrementar 
la seguridad jurídica de las partes y la homogeneidad del 
sistema, como presupuestos necesarios para reforzar la 
confianza en él de empresas o profesionales y consumi-
dores o usuarios, asegurando el recurso a este sistema 
extrajudicial de resolución de conflictos que, como tal, es 
de carácter voluntario.

Con este objetivo, se resuelven en este real decreto 
cuestiones que, ante la falta de regulación expresa, 
habían sido objeto de controversias en las Juntas Arbitra-
les de Consumo, llevando a pronunciamientos dispares y 
a la disgregación del sistema. Se aclaran, en consecuen-
cia, cuestiones tales como las materias que pueden ser 
objeto de arbitraje de consumo, la regulación aplicable a 
la actividad de las Juntas Arbitrales de Consumo y a los 
órganos a los que se encomienda la resolución del con-
flicto, la admisibilidad de la reconvención en el arbitraje 
de consumo y el papel de la mediación en el procedi-
miento arbitral, absteniéndose de regular este instituto de 
resolución de conflictos por congruencia con las compe-
tencias autonómicas sobre la materia.

Adicionalmente, en orden al funcionamiento inte-
grado del Sistema Arbitral de Consumo y para garantizar 
la seguridad jurídica de las partes, se establecen mecanis-
mos que favorecen la previsibilidad del sistema. Para ello 


